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¡Desmilitarizar las repúblicas! Ideario y proyecto político de los civilistas neogranadinos y venezolanos, 1810-1858


Resumen 


Después de haber declarado y consumado la independencia, el inmediato y fundamental desafío que los emergentes gobernantes neogranadinos y venezolanos debieron asumir consistió en crear y sentar las bases políticas, jurídicas e institucionales a partir de las cuales debía erigirse e instituirse el nuevo orden estatal. Sin embargo, esta importante empresa estaría mediada, y hasta determinada, por las pugnas y confrontaciones que se suscitaron en torno a la desarticulación del poder político y militar que los caudillos y jefes militares habían asumido tras, y en virtud de, la guerra de independencia; de la definición de las jurisdicciones de lo civil y de lo militar que se fomentó en los dos países, y del destino que intentó dárseles a los ejércitos que los nacientes Estados de Venezuela y Nueva Granada crearon a propósito de la guerra de emancipación. Según argumentaban muchos analistas, tanto la existencia de esos ejércitos como el hegemónico poder que asumieron los caudillos y jefes militares en ambos países, había conducido a una virtual y nociva militarización que impedía y amenazaba el afianzamiento de las repúblicas. En consecuencia con dichas consideraciones, durante la primera mitad del siglo XIX, tanto en Venezuela como en la Nueva Granada, los detractores de tal situación promovieron una fecunda serie de debates sobre esos y otros tantos asuntos relacionados con la cuestión militar, convencidos de que su histórica misión consistía en desmilitarizar las repúblicas y en sentar las bases civilistas sobre las cuales aquellas repúblicas debían erigirse. La gestación y despliegue de ese conflictivo asunto no sólo puso de manifiesto la enorme tensión política, burocrática e ideológica que existió entre caudillos, militares y civilistas, sino que influenció el proceso de formación y/o configuración del Estado y el régimen político neogranadino y venezolano durante aquella época.
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Demilitarize the Republics! The ideology and political project of civilian rule in New Grenada and Venezuela, 1810-1858


Abstract 


After declaring and consummating their independence, the fundamental and immediate challenge for the emerging governments of New Granada and Venezuela was to lay the political, legal, and institutional groundwork on which a new state order would be constructed. Given the continued influence of military structures brought into being during the war of independence, however, these important tasks were mediated and at times determined by disputes and confrontations that arose with the dismantling of the political and military power that caudillos and military leaders had assumed during the war, hampering the definition of military and civilian jurisdictions in the two countries and the disposition of military units established by the nascent States of Venezuela and New Granada to prosecute the war.  Many analysts argue that the existence of the independence armies and the hegemonic power assumed by caudillos and military leaders in both countries had led to a damaging militarization that impeded and threatened the consolidation of the republics. Critics of this situation in Venezuela and New Granada engaged in a useful series of debates over these and other issues related to the “military question” during the first half of the 19th century, convinced that their historical mission was to demilitarize the republics and lay the groundwork for their consolidation under civilian hegemony. This controversy laid bare the enormous political, bureaucratic, and ideological tensions that existed between caudillos, military officers, and proponents of civilian rule, and influenced the process of State formation and the configuration of New Granadan and Venezuelan regimes during that period.
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Fuente: Jonson & Browing. Londres, 1861. (Instituto Geográfico de Venezuela Simón Bolívar).





Introducción


Ya comienza la Hispano-américa á conocer la causa de esas periódicas disensiones que mantienen en una infancia estacionaria á las nuevas repúblicas. De varios puntos de América se ven periódicos denunciando la ambicion de los militares, como la causa de los grandes males que afligen á estas repúblicas desde que proclamaron su independencia; y esto es exacto: el militarismo es en la América española el monstruo de cien cabezas que ha devorado lo mas hermoso y útil de nuestras poblaciones. Apenas ha nacido la libertad en algún Estado Hispano-americano cuando ese monstruo se ha presentado para devorarla y seguir viviendo de la sustancia de los pueblos. Cada vez que la paz, ó el esfuerzo estraordinario de alguno de nuestros pueblos ha logrado comenzar á establecer prácticas democráticas en algún Estado, se ha levantado el militarismo representado en alguno de esos funestos ambiciosos llamados generales, y derribando la obra del patriotismo, ha levantado la horrorosa enseña del despotismo. 


El Republicano N.º 211, Caracas, marzo 21 de 1849, pág. 1.



La militarización de las repúblicas: un fenómeno de históricas repercusiones políticas


El 1º de febrero de 1815, el secretario interino de guerra de la Nueva Granada, Andrés Rodríguez, le envió una corta pero categórica misiva al general Simón Bolívar (1783-1830), destacado militar venezolano que por aquel tiempo había sido designado por los independentistas neogranadinos para comandar las operaciones militares que pretendían llevar a cabo contra los realistas que se hallaban acantonados en Santa Marta, provincia neogranadina situada al norte del país: 


Son repetidas las quejas de los Pueblos, por donde ha transitado el exército [decía la comunicación], de las vexaciones y malos tratamientos que han recibido de las tropas; y aunque el gobierno general cree que V. E. no habrá tenido conocimiento de tal conducta, que por experiencia sabe quanto exaspera á los Pueblos, me manda hacer á V. E. esta comunicación para que expidan providencias mas vigorosas, haciéndose los mas estrechos encargos á los gefes, comandantes y subalternos de que zelen su complimiento.1


Unos años más tarde, el 5 de noviembre de 1827, ya cuando la independencia se había consumado, el general Simón Bolívar volvía a ser el destinatario de otro singular y terminante mensaje enviado, en este caso, por el jurista, constitucionalista, parlamentario y publicista neogranadino Vicente Azuero Plata (1787-1844). Se trataba de una extensa y persuasiva epístola mediante la cual este hombre denunciaba la brutal golpiza que había recibido el día 3 de ese mismo mes, a manos de un coronel venezolano que se hallaba adscrito al ejército colombiano:


Vicente Azuero, ciudadano de Colombia [señaló el denunciante], hago presente á V. E. que acabo de recibir un enorme insulto á la vuelta de la 1ª calle del comercio por el bárbaro oficial, que desgraciadamente lleva el apellido de V. E., el coronel Bolívar, este monstro feroz y abominable, afrenta y vergüenza de la clase á que pertenece, de las divisas que lleva, del personaje bajo cuyo techo respira, y el mas indigno de su protección. 


Este infame verdugo, que seguramente me estaba acechando, en la esquina del pie de la plaza, me siguió, sin yo sospecharlo, por toda la diagonal de ella, hasta alcanzarme en la primera esquina de la calle del comercio, donde el traidor me saludo con finjida atención, tomándome de la mano y preguntándome si era cierto que yo había hablado de él. Le repuse que yo apenas le conocía de vista, que nunca me ocupaba de esto, menos respecto de un hombre, con quien no había tenido ninguna especie de relaciones; (…).


Al concluir la espresada calle 1ª volteamos tomando la carrera de San Juan de Dios; y entonces traté yo de retirar mi mano derecha que todavía me llevaba tomada, como en amistad; pero lejos de permitírmelo me aseguró con las dos manos, é hizo todo el posible esfuerzo este alevoso para romperme los dedos índice y pulgar, lo que iba consiguiendo dejándomelos mui lastimados y descomponiéndome la muñeca, de manera que parece que este cobarde, apesar de sus fuerzas de OSO, desconfió de poderme estropear a su gusto, si de antemano no me valdaba: logré, por último, safar la mano, i entonces me cayó á golpes y patadas, cual una bestia ó muleto indómito: yo traté de defenderme, pero era inútil arrostrar a un bárbaro de estos; el descomunal vigor de los machos, como que, según dicen, se ha educado lidiando con los toros y bestias fieras de las llanuras del Apure. 


Me derrivó repetidas veces arrojándome al caño y dándome empellones; y a pesar de que me veía caído, en imposibilidad de defenderme, él multiplicaba sus golpes y patadas; habiéndome causado contuciones y lastimaduras en la cara, en la cabeza, en los brazos y otras partes: también llevaba un foete con que intentó herirme á la cara, desistiendo luego porque me arrojé á tirarlo á la punta. (…)


Acabo en este momento de saber que este alevoso agresor prometió en la noche del 3 del corriente, en una fonda pública, delante de los ciudadanos Florentino González, Manuel Mejía y otras personas, que había de romper mui pronto los dedos á esos escritores públicos para que no pudiesen volver a escribir mas. En efecto, él no ha podido tener otro motivo para insultarme porque aunque cuando fuese yo capaz de ocuparme en hablar mal de algunos individuos, me contemplaría degradado al hacerlo, respecto á un hombre cuya obscura existencia apenas puede ser sabida en el mundo sino es porque pertenecía al servicio doméstico de V. E.2


Poco tiempo después, el 4 de julio de 1830, cuando la muerte rondaba al Libertador y cuando la República de Colombia estaba llegando a su ocaso en virtud de las insuperables rivalidades que habían surgido entre venezolanos y neogranadinos, entre militares y civilistas, entre bolivarianos y santaderistas y entre federalistas y centralistas, un agudo analista de la caótica situación política y militar en la que se hallaba inmersa la república, categóricamente señaló:


Cuan distinta habría sido nuestra suerte, si la fuerza armada, esencialmente obediente á la autoridad nacional, como debía serlo, no hubiese dado el primer paso retrogrado en la senda del deber por donde había marchado constantemente. Mas no podía ser otra cosa desde que hubo un empeño en sacar la milicia de su esfera natural. Se ha querido hacerle creer, que ella era todo i que la nación era nada. A fuerza de militarizar cuanto había: empleos, juicios i honores, se procuraba inspirar al pueblo un espíritu marcial en vez de inspirar al ejército un espíritu nacional. Así es que cuando Colombia ha querido reclamar el derecho de disponer de su suerte, el mayor ostaculo que ha tenido, ha sido el predominio de la milicia, que por todas partes hacía sentir el ascendiente que se le había dado.3 (Cursivas nuestras)


Pasado un tiempo, ya cuando la República de Colombia se había disuelto, y a propósito de un pretendido golpe de Estado que un grupo de militares intentó consumar en la Nueva Granada, Florentino González y Lorenzo María Lleras, dos políticos neogranadinos que se autoproclamaban liberales, republicanos y antimilitaristas, no escatimaron esfuerzos al momento de condenar las pretensiones de los uniformados:


Que no sueñen con el mando de esta República que tan mala suerte tuvo en sus manos; que no se opongan a las mejoras útiles que se quieran hacer; que no halaguen el fanatismo para servirse de él con fines proditorios, y que se contenten con vivir quietos en sus casas, trabajando para sostener sus familias. Y sin pretender por malos medios la confianza popular, que naturalmente debe huir de ellos, pues usaron mal de ella alguna vez.4


Unos años más tarde, a mediados de la década de 1840 cuando el país se disponía a elegir por quinta vez al presidente de la República, los integrantes del partido liberal venezolano indicaban:


¿Han de ser siempre militares los que nos manden? ¿Ha de producir extrañeza y novedad, que pongamos la vista en un hombre del pueblo, en un industrial honrado? (…) vivas [están] en nuestra memoria las desgracias que nos han hecho lamentar sucesivamente el General Santander, el General Páez, el General Soublette y otros que llevan reluciendo en su pecho las insignias de su despotismo: buscamos los liberales, el alivio de los males de la patria, (…) Hasta hoy, grandes generales han mandado en la tierra; y Venezuela tiene mucho que llorar. (…)5


Siendo apenas una pequeñísima muestra de las copiosas denuncias y opiniones que circularon en la prensa neogranadina y venezolana durante la época de independencia y durante las décadas que siguieron a la consumación de ese histórico proceso, lo indicado en cada una de las citadas declaraciones puso de manifiesto una cuestión de enorme trascendencia política y social que aún no ha sido suficientemente documentada por la historiografía colombiana y venezolana, ni valorada a la luz de sus inmediatas y futuras repercusiones políticas y sociales.6


Lejos de haberse afirmado la anhelada y tan mentada “armonía política y social republicana” que los dirigentes y gobernantes venezolanos y neogranadinos tanto pregonaban en sus publicitados discursos, una vez consumada la independencia, lo que se suscitó en los dos países fue un abigarrado clima de desavenencias políticas e ideológicas y de disputas burocráticas y corporativas libradas por —y entre— los principales actores y sectores políticos, sociales e institucionales neogranadinos y venezolanos; disputas y desavenencias que, por su carácter, contenido y alcance, no solo llevarían a la configuración y consumación de diversos conflictos —muchos de ellos librados y zanjados en los campos de batalla—, sino que influenciarían el proceso de formación de los Estados y signarían el carácter que asumieron los regímenes políticos aquí y allí establecidos. 


Como lo indican las citas antes señaladas, tanto la arbitraria conducta con que esos hombres de “sable, casaca y charreteras” actuaban frente a pobladores y vecinos, como la pretendida hegemonía política y burocrática que algunos de ellos asumieron durante aquella época, dieron lugar a una tensa y perturbadora confrontación política, ideológica, jurídica y social tejida y librada por, y entre, los militares —algunos de ellos convertidos en reputados generales y caudillos— y ese diverso grupo de abogados, publicistas, periodistas y líderes políticos que también propugnaban por la regencia del Estado y por la instauración de un orden político, social e institucional que compaginara con sus ideas e intereses. A más de las discusiones jurídicas, políticas y mediáticas que profirieron por doquier, la mordacidad con que esos hombres tejieron y confrontaron sus divergencias, y la virulencia con que buscaron defender sus intereses, desembocaron, en no pocas ocasiones, en las vías de hecho.


Tanto el legado militar que la independencia le había dejado a estas sociedades (la conformación y el mantenimiento de ejércitos), como la ocupación de cargos públicos por parte de muchos uniformados en tiempos de la República de Colombia (1819-1830), y la elección —y en algunos casos reelección— presidencial que los generales José Antonio Páez (1790-1873), Carlos Soublette (1789-1870), José Tadeo Monagas (1784-1868) y José Gregorio Monagas (1795-1858) fraguaron en Venezuela luego de que la República de Colombia fuera disuelta, y de la que acometieron en la Nueva Granada durante aquella misma época los generales Pedro Alcántara Herrán (1800-1872), Tomás Cipriano de Mosquera (1798-1878), José Hilario López (1798-1869), José María Melo (1800-1860) y José María Obando (1795-1861), se convertirían en algunas de las principales razones por las cuales aquellos hombres se confrontarían, y en virtud de esos hechos fomentarían y avivarían los más fecundos debates que se suscitaron con respecto al lugar y al papel que cada quien debía ocupar y desempeñar dentro del nuevo orden político e institucional y con respecto al destino y a la orientación política e institucional que, a juicio de cada quien, debía dársele a los nacientes Estados.


“Engendrados” por —y en el seno de— la guerra de independencia, e influenciados por ese complejo y abigarrado universo de cambios y transformaciones políticas que se gestaron a propósito de la crisis que padecieron las instituciones y las autoridades reales luego de que los monarcas hispánicos (Carlos IV y Fernando VII) fueran retenidos por Napoleón Bonaparte en 1808, aquellos y otros tantos caudillos y jefes militares se convertirían en los actores estelares de la vida política, social e institucional de la Nueva Granada y Venezuela —¡que también de la de otros países hispanoamericanos!  — durante las primeras décadas de vida republicana. Amparándose en su carisma, en su riqueza material (la mayoría de ellos eran grandes hacendados), en los pomposos títulos militares que habían obtenido al calor de la guerra, en las redes clientelares que lograron tejer con sus coterráneos, simpatizantes y seguidores y, desde luego, en los cuerpos armados que legó la guerra de independencia y en los que ellos mismos lograron conformar durante los años subsiguientes, aquellos hombres no solo pasarían a regentar los destinos de estos países, sino que le imprimirían una particular divisa a la institucionalidad estatal recién establecida y a las maneras de hacer y ejecutar la política.7 


Por su parte, y provenientes de las principales provincias neogranadinas y venezolanas (Antioquia, Bogotá, Popayán, Cauca, Cartagena, Pamplona, Socorro, Tunja, Caracas, Cumaná y Barcelona), hombres como Vicente Azuero Plata (1787-1844), Diego Fernando Gómez (1786-1854), Francisco Soto (1789-1846), José Félix Merizalde (1787-1868), Ezequiel Rojas (1803-1873), Florentino González (1805-1874), Lorenzo María Lleras (1811-1868), Rafael Núñez (1825-1894), Salvador Camacho Roldán (1827-1900), José María Samper (1828-1888), Manuel Murillo Toro (1816-1880), Antonio Leocadio Guzmán (1801-1884), Tomás Lander (1792-1845), Blas Bruzual (1808-1882) y otros tantos hombres de autodenominada filiación republicana no solo propugnarían —cada quien a su manera y con diferenciada radicalidad— por detener el ascenso y la figuración política de los militares y caudillos, sino que buscarían posicionarse como regentes y dirigentes del Estado y de la vida política e institucional de sus respectivos países. 


Descendientes —aunque no todos— de familias de cierto status social; vinculados —algunos de ellos— a la burocracia estatal; formados —casi todos— en abogacía; agrupados —regularmente— en sociedades y “logias” de diversa naturaleza; dedicados —usualmente— a oficios tan diversos como el periodismo, los negocios comerciales, la burocracia y la docencia, y aspirantes —todos— a alcanzar distinción y preponderancia social y política amparándose en su formación académica y en las redes clientelares que habían construido en sus provincias de origen y en la capital de sus respectivos países,8 estos hombres, a quienes formalmente hemos denominado civilistas, no solo aunaron esfuerzos con el firme propósito de desvertebrar el poder político y corporativo que los militares y caudillos detentaban en la Nueva Granada y Venezuela, sino que buscaron promover, legitimar y consolidar sus propias y particu-lares concepciones con respecto a la institucionalización del nuevo orden político y estatal, acudiendo, estratégicamente, a la creación, publicitación y popularización de un sofisticado, retórico y persuasivo discurso político e ideológico mediante el cual buscaron desvirtuar las aspiraciones y pretensiones de sus adversarios, endilgándoles, entre otras tantas cosas, la responsabilidad de haber militarizado las nacientes repúblicas. 


Decimos civilista, que no civiles, en tanto que las conductas y posturas asumidas por estos hombres frente al lugar y al papel político e institucional que ocupaban y desempeñaban los militares y caudillos no se fundamentaban en el simple hecho de que fueran civiles, como tal, sino en que buscaran, por todos los medios posibles —y atendiendo a sus convicciones e intereses ideológicos, políticos, sociales, económicos y burocráticos—, despolitizar o despartidizar a los militares; subordinar y proscribir políticamente a los jefes y caudillos, y abolir al ejército que estos países habían heredado del proceso de independencia, ya que, según creían y argumentaban, tanto la pervivencia de ese ejército como el empoderamiento político y corporativo que los militares habían asumido no solo eran contrarios al interés público y al espíritu de la República, sino que eran la más preocupante amenaza que las sociedades neogranadina y venezolana empezaban a padecer. Su diagnóstico, un tanto ideologizado y sobredimensionado, era categórico y terminante: ¡las nacientes repúblicas habían sido militarizadas y su histórica e ineludible misión era revertir tal estado de cosas! 


Siendo esa la concepción que tenían sobre la mentada militarización de las repúblicas, y fungiendo como “los más avezados generadores de opinión pública”,9 aquellos hombres no escatimaron esfuerzos al momento de promover y avivar su proyecto político y propagandístico. Abolir los privilegios corporativos, económicos y jurídicos que detentaban los militares; afirmar la estricta regulación de los ascensos castrenses; fomentar la proscripción política de los uniformados; impulsar el paulatino desmantelamiento del ejército hasta lograr su abolición; crear cuerpos de guardia cívica que estuvieran integrados por ciudadanos no acuartelados (y armados, por demás, únicamente en momentos de guerra); promover una educación cívica para los integrantes de dicha fuerza a fin de que incorporaran y asumieran el más estricto reconocimiento, sometimiento y respeto a las leyes y a las autoridades legítimamente constituidas; promover el uso de las vías de derecho —¡que no las de hecho!— para solucionar los conflictos políticos y sociales; definir clara y estrictamente los límites que debían existir entre lo militar y lo civil, y garantizar la plena hegemonía del poder civil sobre el poder militar fue, en su conjunto, el propósito que los civilistas se trazaron con respecto a los militares y caudillos.


Amparándose en lo que fervorosamente llamaban civilidad, categoría política usada durante aquella época para referirse —con cierto énfasis y con un marcado idealismo— a un conjunto de cuestiones relacionadas con la disposición que debían tener los individuos para adaptarse y someterse a las instituciones republicanas que por su naturaleza se oponían a las instituciones propias del régimen monárquico; con el reconocimiento y el sometimiento que los individuos, y la sociedad toda, debían tener con respecto a las nuevas leyes e instituciones públicas establecidas; con el estar dispuesto a ser gobernado y a obedecer a las nuevas autoridades legítimamente constituidas y emanadas directamente de la voluntad popular; con la adopción y práctica de las virtudes que todo “buen ciudadano” debía tener en el ámbito de lo público y con la disposición que todos los integrantes de la comunidad política debían tener para defender la patria y la República empuñando las armas siempre que así fuese necesario,10 aquellos hombres también usaron ese concepto para referirse a la distinción, diferenciación y definición de los ámbitos de acción de lo militar y de lo civil que debían fomentarse y establecerse en unos países que iniciaban su proceso de constitución estatal e institucional. 


La divisa y el propósito que guiaban su proceder estaban, pues, suficientemente claros: además de regularizar todo lo concerniente a la cuestión militar y de proscribir políticamente a los caudillos y jefes militares que habían surgido de la guerra de independencia, su esfuerzo debía garantizar que el nuevo orden político y estatal estuviera tutelado por ellos y guiado por el “sacro principio de la civilidad”. A la proyección y consumación de esa empresa dedicarían sus esfuerzos y en virtud de ella tendrían que sortear los innumerables escollos que tal propósito revestía. Empero, y como era apenas natural que sucediera, ese mentado proyecto no pudo llevarse a cabo de manera expedita. Atendiendo a sus convicciones políticas y a sus propios y particulares intereses, los militares y caudillos también cerraron filas para defender sus proyectos y para confrontar a sus adversarios. Actuando a motu propio o actuando a través de quienes simpatizaban con sus intereses, aquellos hombres también dieron rienda suelta al debate y cuando lo consideraron pertinente no dudaron en asumir las vías de hecho. 


La disputa tejida entre aquellos hombres quedó abiertamente declarada desde el momento mismo en que estaba consumándose la independencia, y a efectos de tal situación cada quien planteó sus más sofisticados y terminantes argumentos. Valiéndose de sus respectivos y singulares tipos de capital11, y haciendo uso de los espacios públicos políticos12 que tenían a su disposición, esto es, los salones del Congreso de la República, las plazas públicas, las calles, las pulperías, las iglesias, los salones de universidades y hasta los mismos cuarteles militares, aquellos hombres no menguaron esfuerzo alguno al momento de exponer y defender sus ideas, sus intereses y su posición social. Configurar una opinión pública favorable y concordante con sus respectivos intereses haciendo que sus intenciones se proyectaran política y socialmente como asuntos de importancia colectiva fue, pues, la estrategia a la que cada quien acudió en aquel histórico momento. Así, mientras que los civilistas argumentaban que tanto la abolición del ejército como la proscripción política de los jefes militares y la sustracción de las indebidas prerrogativas que aquellos detentaban era requisito sine qua non para asegurar y garantizar la proyección de los supremos bienes de interés general, esto es, la república, la libertad y la igualdad, los militares —y sus simpatizantes— argumentaban que mantener la fuerza armada (con todo y lo que ello implicaba en términos económicos, políticos e institucionales) era una irrecusable y fundamental necesidad para poder asegurar aquello que le era más caro y preciado a la sociedad y al interés nacional, esto es, la sublime independencia y la valuada libertad. 


Armados, pues, con sus respectivos tipos de capital (valga decir que en el caso de los militares se trataba, en principio, de un capital simbólico sustentado en el papel que habían desempeñado en la guerra de independencia, y, posteriormente, de un capital social que se derivó de las redes clientelares que algunos de ellos lograron constituir , mientras que en el caso de los civilistas se trataba de un capital cultural y social anclado en su formación académica y en sus redes sociales, políticas y burocráticas), tanto los militares como los civilistas siempre se mostraron decididos a exponer sus ideas y a defender sus intereses, no solo porque estuvieran convencidos de que lo que cada quien pensaba era lo correcto y lo que en consecuencia debía hacerse para darle orientación y proyección al nuevo orden político e institucional, sino porque cada quien estaba convencido de que eran ellos, y no otros, los principales agentes llamados a regentar los destinos de la República. En tal virtud, y en un contexto en el que la lucha por el posicionamiento social y político marcó el carácter de las relaciones de poder que tejieron esos hombres, cada unos de esos grupos y sujetos buscó hegemonizar la particular concepción que tenía sobre la forma en que debía organizarse el nuevo orden político e institucional y sobre el lugar y el papel que cada quien podía y debía ocupar y desempeñar dentro de ese orden.13


A más de los debates parlamentarios, de los informes oficiales, de las circulares gubernamentales, de la correspondencia oficial y de la correspondencia particular, la prensa, la diversa y variada prensa que durante aquellos años se publicó en estos dos países, fue el medio fundamental a través del cual aquellos hombres expusieron sus ideas y tranzaron sus más agudas y polémicas discusiones. Nos referimos a esa inmensa masa de periódicos, pasquines, libelos y hojas sueltas producidos en las capitales (Bogotá y Caracas), en muchas provincias, en diversas villas y en algunas parroquias de los dos países; hablamos de esa prensa —ya independiente, oficial o partidista— a través de la cual se difundió rauda y permanentemente la opinión pública en Venezuela y la Nueva Granada; hablamos de esa prensa que se creó en determinadas coyunturas y que desapareció cuando esas coyunturas se superaron; de esa prensa que pervivió durante largos años y de la que se extinguió al poco tiempo de haber salido al público. Aludimos a esa prensa que cobró vida a propósito de los más diversos y variados hechos políticos y sociales que se suscitaron en los dos países durante aquella época; nos referimos a esa prensa de la cual se valieron los civilistas, los militares, los caudillos, los generadores de opinión pública, los políticos, los partidarios de uno u otro bando, los seguidores de uno u otro personaje para publicitar sus ideas, para defender sus intereses, para legitimar sus acciones y para validar sus conductas en un tiempo en el que ¡todo, todo estaba impregnado por la discusión política!14


Haciendo uso de ese apreciable y fecundo acervo documental, y teniendo en cuenta que los protagonistas de esta historia eran hombres que tenían, perseguían y defendían determinadas ideas e intereses; que imaginaban y proyectaban su mundo al amparo de sus particulares concepciones políticas, sociales y culturales15 y que rivalizaban y polemizaban con otros individuos al momento de validar y consumar sus aspiraciones (de ahí la verbalización expresada en los subtítulos de cada capítulo), con esta disertación hemos querido describir y analizar cómo se gestó y se desarrolló esa singular experiencia histórica (la militarización, la desmilitarización y la proyección de la civilidad en Nueva Granada y Venezuela), y hemos pretendido —como lo sugerían y demandaban Lucien Febvre y E. H. Carr cuando disertaban sobre la función del historiador y sobre el sentido de indagar por la historia—16 ponerles “rostro y voz” a los hombres que forjaron los procesos aquí historiados. Buscamos, en tal sentido, “restituirles” la voz y la expresión a esos individuos (de ahí la pertinencia de las citas efectuadas a lo largo del texto); pretendemos que sus voces nos permitan comprender el carácter y el sentido de los imaginarios, de los ideales y de las prácticas políticas y sociales a partir de las cuales significaron su mundo y vindicaron sus particulares intereses, y creemos, por demás, que a partir del análisis de sus discursos y planteamientos no solo podremos identificar el carácter de la cultura política de aquellos hombres, sino que podremos, siguiendo la propuesta metodológica de Wodak y Meyer, identificar el sustento de las relaciones de poder, discriminación y control que había en las sociedades neogranadina y venezolana de aquella época.17 


Anejo a los propósitos antes enunciados, y atendiendo a las sugerencias de quienes en nuestro país han empezado a desbrozar el campo para la realización de análisis históricos comparados,18 este trabajo también busca indagar y avanzar en el análisis de otro importante y fundamental aspecto: el de los efectos que esas conflictivas relaciones de poder generaron para la configuración y proyección del Estado y del régimen político en estos dos países. Historiar este proceso no solo permitirá describir cómo se gestaron, proyectaron y desplegaron los agudos conflictos que los militares, caudillos y civilistas tejieron en torno a la militarización y a la desmilitarización de las repúblicas, sino que permitirá explicar por qué, a pesar de haber vivido y padecido mancomunadamente la guerra de independencia, de haber constituido una misma institucionalidad estatal (la República de Colombia) y de haber fomentado leyes virtualmente similares en torno a la cuestión militar, la Nueva Granada y Venezuela experimentaron trayectorias divergentes en cuanto a la desmilitarización de las repúblicas y a la proyección de la civilidad. 


Aunque el asunto no es fácil de asir, en este trabajo se aduce que aun cuando la desmilitarización no se consumó expeditamente en ninguno de los dos países, en la Nueva Granada esa empresa se vio relativamente más favorecida, gracias a que la postura antimilitarista que asumieron los civilistas de este país no solo se convirtió en la bandera de la lucha política e ideológica que estos asumieron contra los militares y caudillos, sino porque dicha postura fue asumida como una especie de política de Estado que convocó el concurso y el acuerdo de los integrantes de las distintas facciones políticas (liberales, conservadores, independientes) que se oponían a la pretendida hegemonía política y burocrática que los militares habían asumido desde y durante los tiempos que siguieron a la consumación de la independencia. En contraste con dicha situación, y teniendo en cuenta sus propias y consustanciales experiencias y vicisitudes, en Venezuela la desmilitarización pareció no tener la misma suerte debido a que los caudillos y jefes militares —aliados con otros sectores con quienes compartían intereses económicos (hacendados, comerciantes, financistas)— asumieron el gobierno del Estado y proscribieron y persiguieron políticamente a los civilistas cuando estos intentaron revertir el hegemónico dominio político impuesto por aquellos.


A este respecto también se aduce que aunque el formal establecimiento de los Estados y los regímenes políticos en los dos países se fundamentó en los axiomas jurídicos y políticos del liberalismo y del republicanismo (despersonalización del poder político, instauración de la división de poderes públicos, garantía de los derechos ciudadanos, etc.), durante aquella época la institucionalidad estatal y política quedó profundamente supeditada al preponderante poder que asumieron los militares, los caudillos y los grupos de interés que aquí hemos denominado civilistas, y argumentamos que, a efectos de esa situación, los dos países asistieron a la configuración de un particular conjunto de fenómenos sociopolíticos que signarían el carácter de la política y de la institucionalidad estatal que predominó durante aquellos años aquende y allende la frontera. 


La declarada postura antimilitarista que asumieron los civilistas neogranadinos y la formal “subordinación” que los militares asumieron frente al orden institucional y constitucional establecido, desembocaron, por una parte, en la configuración de una especie de militarismo republicano en tanto que los integrantes del ejército neogranadino, y especialmente sus más afamados jefes y generales, no solo lograron crear, popularizar, legitimar y mantener la idea de que ellos eran los genuinos hacedores y defensores de la República, sino que al amparo de esa idea consiguieron hacerse con el gobierno del Estado y mantener subordinado, obediente y en servicio activo al ejército neogranadino, aduciendo que sin la existencia de este cuerpo armado la República no lograría sostenerse y consolidarse. Con dicha expresión —militarismo republicano— pretendemos, pues, caracterizar y significar ese estratégico proceso de afirmación y posicionamiento político, social y estamental que los militares neogranadinos, y especialmente los más reputados jefes y generales, buscaron y lograron fomentar —dentro de un marco legal e institucional, y en muchas ocasiones con el apoyo de civiles que simpatizaban con sus causas e intereses— con el propósito de hacerse con el gobierno del Estado, de mantener en servicio activo al ejército y de convalidar, legitimar y garantizar sus intereses personales, burocráticos y corporativos. 


Por otro lado, y en tanto que los civilistas también tenían y buscaban la consumación de sus propias aspiraciones políticas y burocráticas, el proceso político aquí historiado también desembocó en la configuración de lo que hemos dado en llamar civilismo aristocrático, expresión con la cual buscamos significar y caracterizar ese proceso de configuración y autoidentificación social y política emprendido por ese nutrido y diverso grupo de abogados, literatos, publicistas, profesores, médicos, sacerdotes, políticos y burócratas que se autoadjudicaron la función de promover la llamada desmilitarización de la República publicitando toda clase de argumentos, discursos y debates relativos al lugar y al papel que los militares debían ocupar y desempeñar dentro del orden político republicano, y al lugar y el papel que los civiles (especialmente los de su clase) debían asumir a ese mismo respecto.


En este sentido, es preciso entonces destacar que la configuración de ese civilismo aristocrático no se gestó únicamente porque aquellos hombres condenaran el señalado autoritarismo y personalismo con que los militares y caudillos solían actuar, sino que se incubó y se proyectó en virtud del interés que tenían con respecto a la ocupación de los cargos políticos y burocráticos que los militares detentaban; del deseo de propagar sus particulares ideas políticas; del anhelo de figurar como “los más connotados tratadistas y ejecutores de la política”; de la necesidad de legitimar y popularizar las convicciones que habían construido con respecto a lo que consideraban debía ser el espíritu republicano del nuevo orden político e institucional; de la animadversión que les generaba ver que tanto “advenedizo militar” ascendiera social y políticamente, y, como se manifestó en diversas ocasiones, en virtud del temor que les generaba verse expuestos a una sublevación militar que pusiera en riesgo sus vidas, sus familias y sus propiedades. En tal sentido, afirmamos que la empresa desmilitarizadora y civilizadora que los civilistas neogranadinos asumieron durante aquella época no obedecía, ni mucho menos, a una demanda de interés general o nacional —no obstante que así fue publicitada, promovida y legitimada—, sino que más bien respondía a un proyecto de interés particular, esto es, al interés que aquellos hombres (los civilistas) tenían con relación a la imposición y hegemonización de su poder y de su autoridad, y a su propósito de constituirse e instituirse como un grupo político, burocrático y socialmente dominante. 


Asimismo, y a fin de trazar líneas de análisis y comparación con respecto a lo ocurrido en Venezuela, en esta disertación aducimos que aun cuando en este país el gobierno del Estado también fue asumido por algunos de los más afamados generales que surgieron de la guerra de independencia (José Antonio Páez, Carlos Soublette y los hermanos José Tadeo y José Gregorio Monagas), y que aunque esos hombres también llegaron a la presidencia de la República por vías institucionales, tanto su manera de ejercer el poder, como la reaccionaria y represiva conducta que asumieron frente a los sectores civilistas del país, desembocaron en la configuración de una especie de caudillismo militar autocrático19 y de un civilismo inorgánico y coartado que desde entonces, y hasta bien entrado el siglo XIX —si no es que hasta bien entrado el siglo XX—, signaron el destino y el carácter del régimen político y estatal venezolano. Con la primera expresión —caudillismo militar autocrático— queremos significar y caracterizar ese marcado posicionamiento político, social y personal que algunos de los más reputados jefes militares venezolanos lograron configurar en torno de sí mismos, y en virtud del cual lograron hacerse con el gobierno del Estado, amparándose, formalmente, en la institucionalidad estatal establecida, pero, fundamentalmente, en su propio y reconocido prestigio personal; en las alianzas y recíprocas prebendas que establecían y pactaban con algunos de los acaudalados hombres que se dedicaban al comercio, a las finanzas y a la agricultura de exportación; en sus mentados títulos y proezas militares (mismos que hasta su muerte reclamaron haciéndose reconocer como Libertadores de la Patria y como Héroes de tal o cual batalla); en los apoyos que obtenían del poco o mucho ejército que tuvieran a su disposición, y, de manera especial, en el respaldo que les dispensaban las huestes personales que ellos mismos organizaban y ponían a su disposición en el campo de batalla cuando entraban en guerra con sus opositores y competidores políticos. 


Con la segunda expresión —civilismo inorgánico y coartado—, queremos significar el carácter que adquirieron y la situación en la que se hallaron los civilistas venezolanos cuando intentaron construir un proyecto político y partidista en virtud del cual buscaron, sin éxito y como sí tendió a suceder finalmente en la Nueva Granada, sobreponerse al hegemónico poder que detentaban los caudillos y jefes militares en ese país, y la imposibilidad que tuvieron al momento de sortear la difícil situación en la que se hallaron cuando tuvieron que enfrentar la censura, la proscripción, la persecución, el encarcelamiento y el destierro al que fueron sometidos por sus detractores y perseguidores. Como tendremos ocasión de ilustrarlo, los proyectos políticos que plantearon los hombres que integraron el Partido Liberal Venezolano —mismo que fuera creado mucho antes de que en la Nueva Granada se instituyeran los partidos políticos Liberal y Conservador—, no lograron consumarse en razón de la incapacidad que aquellos hombres tuvieron al momento de vincular una cantidad suficientemente voluminosa de individuos que contribuyeran a respaldar su proyecto y a hacerle contrapeso al poder detentado y ejercido por los caudillos, y en virtud de que estos últimos no dudaron en responder con acciones de hecho cuando consideraron que su poder podía ser amenazado por, según decían, “esos advenedizos hombres de pluma y sacoleva que poco o nada habían hecho por la libertad de la patria y por la instauración de la República”.20


Correlativamente con los aspectos temáticos, conceptuales, categoriales y procedimentales antes mencionados, la reflexión aquí desarrollada se enmarca dentro de otra fundamental e insoslayable cuestión relativa al carácter y a la situación institucional y material de eso que, para la época, se llamaba Estado venezolano y Estado neogranadino. Al referirnos a este particular asunto, es preciso indicar que no se trataba de los idealizados Estados que anacrónicamente algunos analistas quisieran ver.21 Se trataba, simplemente, de los Estados que podían existir en unas sociedades que se hallaban en un proceso de transición y reconfiguración política e institucional; de los que podían existir en unas sociedades económica y socialmente exhaustas por la guerra de independencia y por los conflictos internos que se suscitaron durante aquellos años; de los que podían existir en unas sociedades fiscalmente insolventes por efecto de la recaída que tuvieron los sectores productivos por efecto de la guerra, los desfalcos, las expoliaciones y las deudas; de los que podían existir en unas sociedades virtualmente rurales y en donde la gran mayoría de sus integrantes era analfabeta; de los que podían existir en unas sociedades carentes de burocracias especializadas en los asuntos de la administración pública y de los que podían existir en un escenario de posguerra en el cual los caudillos y militares asumieron la dirección del endeble ordenamiento político. Hablamos, pues, de los Estados que podían existir en unos países que se hallaban divididos y fragmentados, cual archipiélagos, según la expresiva caracterización de los historiadores Marco Palacios, Frank Safford y Elías Pino Iturrieta,22 pero también hablamos de unos Estados que, al fin y al cabo, funcionaban en la medida en que podían hacerlo, y que daban la sensación —no del todo infundada— de que en los dos países existía una institucionalidad a la cual los ciudadanos y habitantes debían someterse y subordinarse.


Hablamos de unos Estados que durante la primera mitad del siglo XIX contaron con una diversa y creciente población estratificada en varios grupos sociales y raciales que, aunque variaban en su proporcionalidad, siempre tendieron a mantener una relación piramidal que de la base a la cima estaba integrada por mestizos, indígenas, negros y blancos dedicados (la mayoría de ellos como hombres y mujeres libres y otros tantos como esclavos) a los más diversos y variados oficios (agricultura, minería, artesanía, comercio), y otros tantos, los menos y predominantemente blancos, dedicados a la burocracia estatal, a la milicia, al sacerdocio, a la docencia, al “periodismo”, a las letras y, desde luego, a la política. Hablamos de unos Estados cuya población fue aumentando paulatinamente durante aquella época hasta duplicarse al cabo de medio siglo: en el caso de la Nueva Granada, la población creció de 1'129.174 habitantes que había en 1825 según el censo realizado en aquel año, a 2'105.662 en 1851 según el censo elaborado en aquella fecha, y a algo más de 2'440.000 según datos registrados a mediados de la década de 1860. En el caso venezolano, la población aumentó de 767.100 habitantes que había en 1822, a 1'267.692 según el censo realizado en 1847 y a un poco más de 1'784.000 habitantes a comienzos de la década de 1870.23


Hablamos, a la luz de los estudios realizados por varios autores especializados en la materia, de unos Estados la mayoría de las veces insolventes, o que apenas podían sostenerse financieramente debido a la precariedad de sus estructuras de producción, a la ausencia de capitales y, por demás, dependientes del comportamiento que tuvieran los mercados europeos y estadounidense hacia donde iban dirigidas sus exportaciones. Hablamos de unos Estados igualmente dependientes de los ciclos de producción y exportación de metales preciosos (oro y plata) y de los bienes agrícolas (tabaco, quina, añil y algodón) que sustentaban la endeble economía exportadora de la Nueva Granada y de los que cumplían esa misma función (cacao, café, algodón y cueros de ganado vacuno) en la economía de exportación venezolana. Hablamos, en consecuencia, de unos Estados subvencionados fiscalmente con las pocas rentas que obtenían de las aduanas y de uno que otro impuesto que generalmente no alcanzaba sino para pagar sueldos y pensiones a funcionarios públicos civiles y militares.24 


Hablamos, pues, de dos países que se instituyeron jurídicamente como Estados independientes, soberanos y autónomos desde los primeros años de la década de 1810, que se unificaron en una sola República (la República de Colombia) por iniciativa del general Simón Bolívar en 1819, y que luego, tras la muerte del Libertador, acaecida en 1830, se declararon, establecieron y proyectaron como repúblicas autónomas e independientes, la una de la otra. Hablamos, igualmente, de Estados que formal y jurídicamente adoptaron, como todos los demás países hispanoamericanos que declararon por aquel entonces su independencia, los principios y fundamentos republicanos (soberanía popular; gobierno representativo, electivo y no hereditario; división y equilibrio de los poderes públicos; reconocimiento de la ciudadanía; libertad de prensa; enseñanza, pensamiento e ideología política; etc.) a partir de los cuales los líderes del proceso emancipador buscaron instituir y legitimar el nuevo orden político e institucional.25


Hablamos, asimismo, de Estados política y administrativamente organizados en provincias, cantones y parroquias gobernados, desde el ámbito nacional hasta el ámbito local, por el presidente de la República, los gobernadores y los jefes políticos; jurisdicciones en las cuales se realizaban periódicamente elecciones que regularmente eran influenciadas por las redes clientelares existentes en cada uno de esos espacios. Hablamos de Estados en los que el Congreso de la República —que se reunía anualmente durante tres meses, y que se conformaba por votación de los electores provinciales— generalmente aprobaba la mayoría de los proyectos que el Ejecutivo le presentaba, ya porque fueran medidas que eran requeridas para la buena marcha del país, o bien por la capacidad de influencia y persuasión que ejercía el jefe de Estado frente a los parlamentarios. Y hablamos, finalmente, de Estados que se administraban a través de cuatro o cinco secretarías (gobierno, hacienda, relaciones exteriores y guerra y marina) siendo esta última, en el caso de los dos países, la que más funcionarios públicos tenía en razón de la cantidad de generales, jefes y oficiales activos y de reserva que se hallaban adscritos a ese despacho.26 


Es este, pues, el andamiaje temático, conceptual y metodológico que sustenta las reflexiones que se exponen en este texto. En el primer capítulo se describe y comenta —sin entrar en los más nimios detalles que otras historiografías han elaborado con indiscutible suficiencia— los contextos y procesos de independencia neogranadino y venezolano, con el fin de ilustrar cómo fue que a virtud de dichos procesos empezó a configurarse la mentada militarización de las repúblicas. Como es sabido, en dicho contexto no solo se conformaron los ejércitos que los dos países requirieron para librar la guerra de emancipación, sino que allí también empezó a configurarse el personalismo político y militar que muchos jefes y caudillos militares asumieron desde entonces. Los capítulos dos y tres dan cuenta del legado militar que la independencia les dejó a los neogranadinos y venezolanos, y describe y analiza cómo y por qué se configuró y desplegó el debate en torno a la cuestión militar en tiempos de la República de Colombia (1819-1830). Los dos capítulos siguientes, esto es, el cuarto y quinto, describen y analizan el lugar que ocupó la cuestión militar durante los procesos de reordenamiento político e institucional que los gobernantes y legisladores neogranadinos y venezolanos emprendieron después de que la República de Colombia fue disuelta, y estudia, a su vez, la manera como el civilismo y el caudillismo empezaron a configurarse y a expresarse en estos dos países durante la década de 1830. 


En los capítulos sexto y séptimo se describe y analiza la emergencia de las pugnas que desde finales de la década de 1830 y durante casi toda la década de 1840 sostuvieron los caudillos y los civilistas en los dos países, contrastando las vicisitudes que en uno y otro caso tuvieron que sortear esos actores para mantener y proyectar sus respectivos planes y propósitos. En los capítulos octavo y noveno se describe, analiza y compara cómo, mientras que en Venezuela el caudillismo militar tendió a fortalecerse, en la Nueva Granada ese mismo fenómeno tendió a ser desplazado en virtud de las estrategias de acción política que los integrantes de los recién fundados partidos políticos Liberal y Conservador tomaron con el ánimo de disminuir, y hasta cierto punto abolir, al ejército, y con el propósito de debilitar el poder de los jefes militares. Finalmente, y a manera de conclusión, se analiza el alcance y los límites que la desmilitarización tuvo en los dos países, ilustrando el asunto con datos de diversa naturaleza y planteando algunas hipótesis a ese respecto. 


Convencidos de que la historia no solo es una formidable herramienta para entender el pasado, sino que también es, como lo indica Jürgen Kocka, una herramienta “indispensable para la comprensión, [para] la explicación y, con ello, para el tratamiento práctico cabal de fenómenos singulares del presente, porque descubre sus causas históricas y su desarrollo”,27 con la realización de este trabajo queremos incitar a la reflexión sobre nuestra propia época, es decir, sobre la manera como esos procesos, que a primera vista nos parecen tan ajenos y remotos, han informado y siguen informando el acontecer político e institucional que viven y que han vivido los dos países durante estos dos siglos de historia republicana. Este, ciertamente, es uno de los cometidos que han alentado la realización del presente trabajo.
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1 En este trabajo, nos ceñimos a la ortografía original de las fuentes consultadas.


 


2 Aunque la denuncia expresada por Azuero apenas fue comentada en algunos periódicos capitalinos, ella marcaría un importante y hasta decisivo antecedente para la configuración de los argumentos que los detractores de los militares usarían posteriormente para promover la abolición del ejército. De hecho, pasados varios años, el suceso seguiría comentándose en la prensa y al finalizar la década de 1840 volvería a retomarse como fundamento histórico para promover esa empresa abolicionista. Exmo. Señor. Libertador Presidente de la República. El Demócrata N.º 6 (Socorro), mayo 19 de 1849, págs. 2 y 3. (De este último periódico hemos tomado la citada denuncia efectuada por Azuero). 
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4 Fusión de partidos. El Cachaco de Bogotá N.º 48, febrero 9 de 1834, págs. 195 y 196. Reproducido en Florentino González. Escritos políticos, jurídicos y económicos. Introducción, selección y bibliografía de Óscar Delgado. Biblioteca Básica Colombiana, Instituto Colombiano de Cultura, Bogotá, 1981, págs. 62 y 63.


 


5 Candidato para la presidencia del quinto periodo constitucional. El ciudadano Antonio Leocadio Guzmán. El Patriota N.º 56, abril 11 de 1846, pág. 2.
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Capítulo I
La Independencia y las vicisitudes del nuevo orden


Tan pronto como declararon la independencia, y en virtud de las desavenencias internas que se suscitaron en la Nueva Granada y de la reacción que las autoridades realistas asumieron inicialmente en Venezuela, y luego en la Nueva Granada, los dirigentes del proceso emancipador que apenas se iniciaba en los dos países debieron afrontar un reto fundamental: conformar ejércitos suficientemente numerosos y capaces de enfrentar una guerra que paulatinamente iría tornándose incontenible y desastrosa. El carácter de la confrontación armada, y sobre todo, su expansión y prolongación, harían que de dicho proceso no solo surgieran voluminosos ejércitos, sino que emergieran los hombres que en lo sucesivo se encargarían de regentar el nuevo orden político que se instauró allende y aquende la frontera. A juicio de quienes en su momento analizaban tal situación, dicho proceso constituyó el germen de la militarización de las nacientes repúblicas.



Superar la disgregación, prepararse para la guerra


Salvo el interés independentista que identificó a los patriotas neogranadinos y venezolanos, la fragmentación y el disenso político fue lo que reinó en estos dos países desde el momento mismo en que se crearon las juntas de gobierno que se establecieron en ese diverso y pintoresco mosaico social y político en que estos dos países estaban divididos, esto es, en ciudades y provincias como Cartagena, Pamplona, Santafé, Tunja, Antioquia, Cali, Chocó, Quibdó, Mariquita, Neiva, Socorro, Casanare, Caracas, Valencia, Barquisimeto, Carabobo, Barinas, Mérida, Coro, Cumaná, Barcelona, Trujillo, Maracaibo, Guyana y Margarita. A más de las consustanciales rivalidades surgidas entre realistas y patriotas, los divergentes y conflictivos intereses que emergieron entre los dirigentes políticos provinciales que propendían por la autonomía absoluta y entre los que propugnaban por la integración de las distintas provincias y ciudades, prontamente desembocaron en la gestación y consumación de varios conflictos armados. A excepción del éxito que tuvo la Junta de gobierno que se conformó en la ciudad de Cali, en torno a la cual se agruparon otras jurisdicciones que vinieron a conformar las Ciudades Confederadas del Valle del Cauca, las pugnas que se solicitaron en algunos pequeños pueblos del centro-oriente del país (Socorro, San Gil, Pamplona y Girón); se generaron las que entre los cartageneros que pugnaban por afincar su dominio sobre Mompox y Santa Marta, y las que se desataron entre los santafereños que abogaban por el establecimiento de un régimen de gobierno centralista y entre los que propugnaban por la fijación de un régimen de gobierno federado, terminaron, indefectiblemente, en la confrontación armada. 


Un variopinto escenario de guerra fue configurándose en el país. Las provincias y pequeñas ciudades congregaron hombres venidos de todos los grupos sociales para afrontar la contienda bélica. Cartagena movilizó mestizos, negros y blancos para afrontar la guerra contra los samarios y momposinos; lo propio hicieron los santafereños liderados por Antonio Nariño para librar la guerra contra los detractores del centralismo que a la sazón se habían confederado y establecido su sede de gobierno en Tunja bajo el liderazgo de Camilo Torres Tenorio. El país, pues, se hallaba dividido, o mejor decir, fragmentado y sin posibilidades inmediatas de unificación política y administrativa. Bajo el influjo y el liderazgo de Antonio Nariño (1765-1823), en Santafé se habían agrupado los partidarios del régimen centralista y a su amparo se había establecido el Estado de Cundinamarca. Bajo el influjo y el liderazgo de Camilo Torres (1766-1816), Francisco José de Caldas (1768-1816), José Miguel Pey (1763-1838) y Jorge Tadeo Lozano (1771-1816), los partidarios del federalismo habían creado otro Estado, las Provincias Unidas de la Nueva Granada con capital en Tunja. Leales a la causa monárquica, o por lo menos resueltas a no verse sometidas al dominio de otras provincias, los habitantes y gobernantes de la provincia de Santa Marta, localizada en el norte del país, y los habitantes y gobernantes de la provincia de Pasto, ubicada en el extremo sur de la Nueva Granada, se mantenían bajo el dominio de los realistas.1


Tanto la guerra interna que se desató entre las distintas provincias, como la guerra de emancipación que se fomentó contra los realistas que actuaban en defensa de los intereses del rey fueron extendiéndose de manera incontenible. En virtud de la confrontación armada, los neogranadinos se obligarían a conformar sus propios ejércitos, a instruirse en la debida formación militar y a adiestrarse en las pericias propias de la guerra. Desde los primeros días que siguieron a la declaración de independencia, los patriotas santafereños centraron su atención en la conformación de varios “cuerpos de milicia y batallones de voluntarios”. Cuatro escuadrones de caballería integrados cada uno por ciento cincuenta hombres; un batallón de infantería integrado por cuatrocientos soldados; seis piquetes integrados cada uno por treinta y un voluntarios, y un regimiento de infantería integrado por varias decenas de hombres, conformaron un pie de fuerza que ascendió a mil seiscientos quince combatientes que, “acostumbrados á manejar el arado”, “exercitados en los mas duros trabajos”, “con unas costumbres inocentes, y sencillas”, “llenos de buena fé y de amor por la libertad”, conocedores “de los campos, de los caminos, de las montañas y de las veredas” y “diestros en el manejo del caballo”, se alistaron en las filas de los cuerpos armados santafereños para “manejar la espada, la lanza y la media luna con que debía hacerse la guerra a los tiranos”.2 


Provenientes de algunas de las prestantes familias de la ciudad, o reconocidos por su carisma y por su liderazgo en la conducción de hombres, unos cuantos individuos pasaron a integrar la plana mayor de dichos cuerpos armados. Antonio Baraya (1776-1816), con grado de teniente coronel, José Ayala, Francisco de Paula Morales, José María Olano, Domingo Montenegro y José Ortega, con grado de capitanes, y Joaquín Ricaurte y Torrijos, con grado de sargento mayor, encabezaron la comandancia de las unidades de fuerza armada que se conformaron en la capital;3 fuerzas que, junto con un nuevo batallón de infantería integrado por cinco compañías integradas cada una de ellas por ochenta hombres, debían estar debidamente uniformadas con zapatos negros, pantalón blanco, casaca azul en la que debían exhibirse los galones y armas de la ciudad, y una gorra negra con escudo del batallón4. 


Junto a la conformación de esos ejércitos, y en virtud de la guerra que empezaría a librarse, los patriotas irían construyendo un sofisticado conjunto de discursos y proclamas orientadas a despertar y a motivar el espíritu combativo de sus tropas. El reclutamiento de hombres —forzado en unas ocasiones y voluntario en otras— no solo se constituiría en un efectivo mecanismo para la formación de guerreros, sino que se convertiría en un sofisticado laboratorio para la ideación, promoción y publicitación de valores, de principios y de ideales patrióticos en virtud de los cuales se legitimaría la independencia y se alentaría el espíritu de nacionalidad. Insistir en que su lucha era justa y necesaria fue su canto de batalla en aquel histórico momento, y al amparo de dichas manifestaciones iría configurándose una mentalidad marcial en los hombres que en aquel momento empuñaron las armas, misma que, al cabo de poco tiempo desembocaría en la constitución de una autorreferida y vanagloriada imagen de sacrifico y heroicidad entre los hombres que fueron a los campos de batalla. Fomentar una imagen heroica de las tropas patriotas fue, en efecto, una de las primeras y más elocuentes empresas en las que los líderes del proceso de independencia centraron su atención: 


Vuestro valor [señalaría Bolívar ante sus ejércitos en 1813] ha salvado la patria (…). Yo, que he tenido la honra de combatir á vuestro lado, conozco los sentimientos magnánimos que os animan a favor de vuestros hermanos esclavizados, á quienes pueden únicamente dar salud, vida y libertad, vuestros temibles brazos y vuestros pechos aguerridos.5


Vuestros nombres [indicaría posteriormente] no irán nunca á perderse en el olvido (…). Sois el instrumento de la providencia para vengar la virtud sobre la tierra, dar la libertad á vuestros hermanos, y anonadar con ignominia esas numerosas tropas, acaudilladas por el mas perverso de los tiranos.6


Fue esta, en efecto, la situación que se vivió en la Nueva Granada durante los primeros cuatro años de independencia. Al cabo de este corto periodo, el proyecto independentista no solo permanecía en el limbo sino que estaba amenazado por distintos factores. La fuerte y decidida resistencia interpuesta por los realistas que se hallaban apostados en Santa Marta y Pasto constituía un factor de seria amenaza para los deseos e intereses de los patriotas. La parquedad con que habían actuado algunos gobernantes provinciales frente a la amenaza realista y la falta de un decidido apoyo para soportar la empresa bélica que otros, como Antonio Nariño, pretendieron impulsar en el sur del país con el ánimo de expulsar a los realistas conducirían al pronto fracaso de la independencia en la Nueva Granada.7


Derrotado por obra de la resistencia que los habitantes y vecinos de la ciudad de Pasto le interpusieron, el Precursor no solo fue derrotado cuando marchaba hacia Pasto con el propósito de confrontar la resistencia realista que se hallaba acantonada en esa región, sino que para desgracia suya, y para desgracia de todos los que apoyaban su loable empresa, Nariño cayó en manos de sus enemigos que sin consideración alguna promovieron su fusilamiento. Era abril de 1814, y luego de pasar poco más de un año detenido en esa ciudad, Nariño fue enviado al norte de África a purgar una pena en prisión de la que solo pudo liberarse en 1820.8 Con su aprehensión, y con la campaña de reconquista que luego vino sobre la Nueva Granada, tanto la independencia como la República quedaron clausuradas. 
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